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dice responder a la evolución que han seguido 
estos asuntos, que a fecha de 17 de diciembre 
arroja un total de 156.862 demandas en todo el 
territorio nacional (Andalucía está a la cabeza). 
Además, el CGPJ explica que se han tomado en 
consideración los compromisos adquiridos en 
materia de refuerzos por las Administraciones 
con competencias en materia de Justicia. Ello ha 
supuesto añadir en cinco de las ocho provincias 
nuevos juzgados para atender estas demandas, 
lo que debería mitigar el impacto de asuntos que, 
casi desde el primer momento, hizo inoperativo 
el Acuerdo del CGPJ inicial de Mayo.

Seguiremos atentos a la evolución de este singular 
problema —por si faltaran atolladeros— para 
nuestro agotado sistema judicial aunque, más 
allá de estas medidas organizativas concluimos 
con la valoración dirigida en su día a la Consejería; 
y es que “En este escenario, no debemos relegar 
la problemática singular de esta litigiosidad que 
amenaza con agravar el problema. Lo que sucede 
es que sus soluciones, unánimemente requeridas, 
van mucho más allá de ocasionales acuerdos sobre 
determinados juzgados. Lo dicho: más que juzgados 
especializados, se exigen juzgados nuevos”.

Problemas para 
los presos en la 
gestión de sus 
ayudas sociales L a Institución del Defensor del Pueblo Andaluz ha 

tenido conocimiento, tras la recepción de varios 
escritos de queja, del problema que supone para 

los internos penitenciarios que son trasladados de 
centros entre distintas comunidades autónomas, la 
continuidad en la percepción de las pensiones no 
contributivas que tienen reconocidas. Su cambio de 
residencia suele aparejar demoras o retrasos importantes 
en la percepción efectiva de la ayuda en tanto en cuanto 
no se actualiza dicha circunstancia modificativa. Incluso, 
en algún caso, hemos constatado que se recuperaba 
tras arduas gestiones el pago cuando el interno volvía 
a ser trasladado de centro.

Estos traslados forman parte de una práctica muy 
habitual en el proceso penitenciario y son producidos 
por diversas motivaciones (a petición del interesado, 
distribución de la ocupación de los centros, decisiones 
disciplinarias, etc.); en muchas ocasiones, se producen 
sin la disponibilidad del interno de un plazo mínimo 
para realizar  algunas gestiones de su interés.

Por lo tanto, en relación a las personas que tienen 
reconocido el derecho a esta prestación y se encuentran 
reclusas en un centro penitenciario, se plantea un 
problema  en la gestión, en tanto en cuanto se produce 
un traslado de centro que provoca un cambio  de 
residencia, y no de forma voluntaria, que en ocasiones 
también supone un cambio de Comunidad Autónoma.

El habitual traslado de un 
interno entre prisiones 
provoca interrupciones 
y retrasos en el cobro de 
sus ayudas sociales. Las 
gestiones que exigen estas 
frecuentes incidencias 
terminan interrumpiendo 
durante meses el único 
ingreso del que dispone 
el interno y su familia
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Esto provoca una interrupción en la percepción 
de la prestación que venían percibiendo, y que 
constituye, en la mayoría de los casos, su único 
ingreso económico.

Por eso, el Defensor del Pueblo Andaluz ha iniciado 
una actuación de oficio ante la Consejería de 
Igualdad y Políticas Sociales, para que nos informe 
sobre los siguientes extremos:

·  Datos en la identificación de la persona beneficiaria 
como interna en prisión.

· Metodología o gestiones singulares que se 
desplieguen en caso de afectar la tramitación de 
la prestación a un beneficiario en prisión.

· Descripción de las gestiones a los efectos de 
la continuidad en la percepción de la prestación 
cuando el traslado del interno se produce dentro 
de la Comunidad Autónoma Andaluza (traslado de 
expedientes de una Delegación a otra, tiempos 
medios en la reanudación de la prestación, etc.).

· Descripción de las gestiones a los efectos de 
la continuidad en la percepción de la prestación 
cuando el traslado del interno se produce entre 
distintas Comunidades Autónomas.

¿Se avanza en 
la realización 
del derecho de 
las personas 
dependientes 
moderadas?

C omo era previsible, tan pronto como pasó el 
verano de 2015, las personas ya reconocidas 
como dependientes moderadas o que obtuvieron 

dicho grado una vez instada su solicitud, comenzaron a 
inquietarse por el hecho de que su situación no obtuviera 
reflejo en el disfrute de alguna prestación del Sistema.

Esta inquietud fue trasladada a esta Institución en forma 
de escritos que reproducían el hecho de que, a pesar de 
tener reconocida una dependencia moderada (Grado 
I), no disfrutaban en cambio de ningún recurso, al no 
haberse iniciado actuaciones administrativas al respecto, 
a pesar de haberlas instado de los servicios sociales de 
sus respectivas localidades de residencia.

Las mismas peticiones iniciales se han venido 
reproduciendo durante 2016 y han llegado hasta 2017.

Esta Defensoría ha venido admitiendo a trámite las 
diferentes quejas individuales presentadas por las 
personas afectadas por esta circunstancia, acordando 
solicitar informe a los servicios sociales comunitarios de 
los Ayuntamientos del domicilio de la persona valorada 
como dependiente moderada, en la medida en que 
la actuación oportuna es la de elaborar los trámites 
de la propuesta de recurso, es decir, del programa 
individualizado de atención.

Si inicialmente era una evidencia que la tramitación 
del procedimiento de PIA de los y las dependientes 

El acceso al Sistema de la 
Dependencia de las personas 
reconocidas en situación 
de dependencia moderada, 
debió permitirse a partir 
del 1 de julio de 2015
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